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DENUNCIA CONSTITUCIONAL 

A LA PRESIDENTE DE LA SUBCOMISIÓN DE ACUSACIONES CONSTITUCIONALES DEL 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ: 

ASOCIACIÓN CIVIL POR LA INTEGRIDAD, con RUC N° 20608696947, compuesta por más 

de 5,600 peruanos, debidamente representada por JORGE EDUARDO LAZARTE 

MOLINA, con DNI N° 10306531 (Anexo 1), quien interviene en el presente acto como 

apoderado y también a título personal y en nombre propio, con domicilio para estos 

efectos en Av. Cerros de Camacho N° 844, Santiago de Surco, Lima; con correo 

electrónico voluntarios@integridadporelperu.com; y número telefónico 985743036, 

atentamente decimos: 

Que, al amparo del artículo 2°, inciso 20, y de los artículos 99° y 117° de la Constitución 

Política del Perú y del artículo 89° del Reglamento del Congreso de la República; 

interponemos DENUNCIA CONSTITUCIONAL contra el PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA y 

contra todos y cada uno de los integrantes del CONSEJO DE MINISTROS (en adelante, 

los “Denunciados”), cuyos nombres relatamos a continuación: 

- JOSÉ PEDRO CASTILLO TERRONES, Presidente de la República. 

- ANIBAL TORRES VÁSQUEZ, Presidente del Consejo de Ministros. 

- DINA ERCILIA BOLUARTE ZEGARRA, Ministra de Desarrollo e Inclusión Social. 

- CÉSAR RODRIGO LANDA ARROYO, Ministro de Relaciones Exteriores. 

- DANIEL HUGO BARRAGÁN COLOMA, Ministro de Defensa. 

- KURT JOHNNY BURNEO FARFÁN, Ministro de Economía y Finanzas. 

- WILLY ARTURO HUERTA OLIVAS, Ministro del Interior. 

- FÉLIX INOCENTE CHERO MEDINA, Ministro de Justicia y Derechos Humanos. 

- ROSENDO LEONCIO SERNA ROMÁN, Ministro de Educación. 
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- JENNY PATRICIA OCAMPO ESCALANTE, Ministro de Desarrollo Agrario y Riego. 

- ALEJANDRO ANTONIO SALAS ZEGARRA, Ministro de Trabajo y Promoción del 

Empleo. 

- JORGE LUÍS PRADO PALOMINO, Ministro de la Producción. 

- ROBERTO HELBERT SÁNCHEZ PALOMINO, Ministro de Comercio Exterior y Turismo. 

- ALESSANDRA HILDA HERRERA JARA, Ministro de Energía y Minas. 

- RICHARD WASHINGTON TINEO QUISPE, Ministro de Transportes y Comunicaciones. 

- CÉSAR PANIAGUA CHACÓN, Ministro de Vivienda, Construcción y Saneamiento. 

- CLAUDIA LILIANA DÁVILA MOSCOSO, Ministra de la Mujer y Poblaciones 

Vulnerables. 

- WILBERT GABRIEL ROZAS BELTRÁN, Ministro del Ambiente. 

- BETSSY BETZABET CHÁVEZ CHINO, Ministro de Cultura. 

La presente denuncia constitucional se interpone contra los Denunciados por haber 

infringido los artículos 90°, 106°, 118° - numerales 1 y 10 - 133° de la Constitución Política 

del Perú; al haber hecho, inconstitucionalmente, cuestión de confianza respecto del 

proyecto de ley presentado el 17 de noviembre de 2022, mediante Oficio N° 359-2022-

PR, suscrito por el Presidente de la República y el Consejo de Ministros en 

representación de todo el gabinete ministerial, con la finalidad de derogar la Ley N° 

31399, que fortalece el proceso de aprobación de leyes de reforma constitucional, 

regulados en los artículos 40 y 44 de la Ley 26300, Ley de derechos de participación y 

control ciudadano, y que tiene la condición de “ley orgánica” cuyo aprobación y 

derogación es competencia exclusiva y excluyente del Congreso de la República; con el 

único propósito de forzar una negación de confianza y propiciar la disolución del 

Congreso valiéndose, ilegítimamente, del artículo 134 de la Constitución Política del 

Perú. 
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I. ¿DE QUÉ TRATA ESTA DENUNCIA CONSTITUCIONAL? 

1.1. Esta denuncia constitucional se interpone contra el Presidente de la República, el 

Presidente del Consejo de Ministros y todo el gabinete ministerial; por haber 

hecho una cuestión de confianza ilegal e inconstitucional, con el único propósito 

disolver el Congreso de la República de manera ilegítima, según veremos más 

adelante. 

1.2. En primer lugar, demostraremos que la cuestión de confianza ha sido hecha 

respecto del proyecto de un “ley orgánica”, presentado por el Presidente de la 

República y el Presidente del Consejo de Ministros mediante Oficio N° 359-2022-

PR (ver Anexo 2), cuya aprobación es competencia exclusiva y excluyente del 

Congreso de la República, según lo ha dispuesto el Tribunal Constitucional en la 

sentencia de fecha 12 de agosto de 2005, emitida en el marco del expediente N° 

0022-2004-AI/TC. 

1.3. En segundo lugar, demostraremos que la cuestión de confianza presentada es 

manifiestamente improcedente por ser contraria al artículo único de la Ley 31355 

y el artículo 86 inciso d) del Reglamento del Congreso, y que los denunciados se 

han negado a reconocer dicha improcedencia, desconociendo el mandato expreso 

de la ley, con el único propósito de forzar el cierre ilegítimo del Congreso de la 

República, según veremos más adelante. 

1.4. En tercer lugar, demostraremos que, a pesar de que el Presidente del Consejo de 

Ministros ha declarado que las intenciones de los Denunciados no están 

orientadas a la disolución del Congreso; dichas declaraciones son falsas y 

tendenciosas, por cuanto carece de sentido hacer cuestión de confianza respecto 

de un proyecto de ley, si el Ejecutivo no estuviera dispuesto a cerrar el Congreso 

al amparo del artículo 134 de la Constitución. ¿Qué sentido tiene hacer una 

cuestión de confianza, si la intención no es disolver el Congreso tras un doble 
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rechazo? Evidentemente, ninguno. El Presidente de la República y su Consejo de 

Ministros han hecho un ejercicio abusivo del derecho a interponer una cuestión 

de confianza con la finalidad de propiciar el cierre del Congreso, y dicho abuso de 

derecho no es amparable por el artículo 103 de la Constitución.  

II. PROCEDENCIA DE LA DENUNCIA CONSTITUCIONAL 

2.1. El artículo 89° inciso a) del Reglamento del Congreso de la República reconoce a 

los congresistas y a cualquier persona que se considere directamente agraviada, 

el derecho a presentar denuncia constitucional contra los altos funcionarios del 

Estado comprendidos dentro de los alcances del artículo 99° de la Constitución 

Política; con la finalidad de dar inicio a un procedimiento de acusación 

constitucional: 

“El procedimiento de acusación constitucional se 
desarrolla observando las siguientes reglas: 

a) Los Congresistas, el Fiscal de la Nación o cualquier 
persona que se considere directamente agraviada 
pueden presentar denuncia constitucional contra los 
altos funcionarios del Estado comprendidos dentro de 
los alcances del artículo 99 de la Constitución Política”. 

2.2. Sobre el particular, el artículo 99° de la Constitución dispone que: 

“Corresponde a la Comisión Permanente acusar ante el 
Congreso: al Presidente de la República; a los 
representantes a Congreso; a los Ministros de Estado; 
a los miembros del Tribunal Constitucional; a los 
miembros del Consejo Nacional de la Magistratura; a 
los vocales de la Corte Suprema; a los fiscales 
supremos; al Defensor del Pueblo y al Contralor General 
por infracción de la Constitución y por todo delito que 
cometan en el ejercicio de sus funciones y hasta cinco 
años después de que hayan cesado en éstas.” 
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2.3. Del mismo modo, el artículo 100° de la Constitución establece que:  

“Corresponde al Congreso, sin participación de la 
Comisión Permanente, suspender o no al funcionario 
acusado o inhabilitarlo para el ejercicio de la función 
pública hasta por diez años, o destituirlo de su función 
sin perjuicio de cualquiera otra responsabilidad…” 

2.4. No cabe duda, pues, que el Congreso de la República tiene competencias 

suficientes para conocer la presente denuncia constitucional contra el Presidente 

de la República y todo el Consejo de Ministros, por las infracciones a la 

Constitución que han cometido y, de ser el caso, aplicar las sanciones 

correspondientes que pueden llegar hasta diez años de suspensión para el 

ejercicio de la función pública, atendiendo a la gravedad de las faltas. 

2.5. En lo que respecta a la acusación contra el Presidente de la República, el artículo 

de la Constitución establece que: 

“El Presidente de la República sólo puede ser acusado, 
durante su período, por traición a la Patria; por impedir 
las elecciones presidenciales, parlamentarias, 
regionales o municipales; por disolver el Congreso, 
salvo en los casos previstos en el artículo 134 de la 
Constitución, y por impedir su reunión o 
funcionamiento, o los del Jurado Nacional de Elecciones 
y otros organismos del sistema electoral.” 

2.6. Según demostraremos a continuación, la presente denuncia constitucional tiene 

por objeto dar lugar a una acusación constitucional contra el Presidente de la 

República, justamente, por sus acciones orientadas a la disolución del Congreso, 

haciendo un uso abusivo del derecho a interponer cuestiones de confianza con el 

propósito de acogerse ilegítimamente al artículo 134° de la Constitución, lo cual 

no se encuentra amparado por nuestra Constitución, ya que esta no ampara el 

abuso de derecho, según se establece expresamente en su artículo 103, in fine: 
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“La Constitución no ampara el abuso del derecho.” 

2.7. Siendo que las acciones del Presidente de la República – quien ha suscrito junto al 

Presidente del Consejo de Ministros el Oficio N° 359-2022-PR, que acompaña al 

Proyecto de Ley respecto del cual se ha hecho una cuestión de confianza ilegal e 

inconstitucional – se encuentran orientadas a la disolución del Congreso de la 

República de manera ilegítima, la procedencia de la presente denuncia 

constitucional se encuentra plenamente amparada en el artículo 117° de la 

Constitución y en el artículo 89° del Reglamento del Congreso de la República. 

2.8. Evidentemente, tratándose de acciones orientadas a la disolución del Congreso, 

sería absurdo tener que esperar a que la disolución del Congreso se concrete para 

poder proceder con la acusación constitucional. De hecho, si la disolución se 

concretara, el mecanismo de acusación constitucional resultaría absolutamente 

inviable,  toda vez que la Comisión Permanente ya no tendría ante quien acusar al 

Presidente de la República por cuanto el Congreso habría sido disuelto, lo cual 

constituiría un imposible jurídico. 

2.9. El mecanismo de acusación constitucional previsto en el artículo 117 de la 

Constitución, tratándose de la disolución del Congreso, es un mecanismo de 

defensa que busca evitar y salvaguardar que dicha disolución se produzca de 

manera ilegal, poniendo en riesgo el equilibrio de poderes y con él a todo nuestro 

sistema democrático. Esperar a que el Presidente disuelva el Congreso 

inconstitucionalmente para poder accionar contra él, sería como tener que 

esperar a que un homicida asesine a su víctima para poder evitarlo, lo cual carece 

de sentido lógico. Una vez cometido el crimen, este se convierte en irreparable. Lo 

mismo ocurre con la disolución del Congreso. 

2.10. Una interpretación como la anterior no solo carecería de sentido y expondría al 

Congreso a una situación de indefensión ante los intentos de disolución ilegítima 
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del Congreso por parte del Presidente de la República, sino que impediría hacer 

un ejercicio efectivo de control político ante posibles actuaciones 

inconstitucionales por parte del Presidente de la República – como un eventual 

golpe de estado, por ejemplo.  

2.11. En consecuencia, el mecanismo de acusación constitucional previsto en el artículo 

99° de la Constitución, interpretado sistemáticamente con el artículo 117° de 

nuestra Carta Magna - cuando se trata de la defensa de parlamento ante una 

eventual disolución - no sólo permite al Congreso accionar políticamente contra el 

Presidente cuando se produce un cierre ilegítimo del pleno, sino también cuando 

se producen acciones tendientes a lograr dicha disolución con la finalidad de que 

esta se lleve a cabo quebrantando el orden constitucional. 

2.12. En esta línea, el ex Presidente del Tribunal Constitucional, Óscar Urviola, ha 

sostenido que el Congreso de la República debe proceder inmediatamente con la 

inhabilitación presidencial de Pedro Castillo si insiste en interpretar como una 

denegación fáctica una posible declaración de improcedencia de la cuestión de 

confianza orientada al cierre del Congreso: 

“Si él (Pedro Castillo) persiste o hace una interpretación 
fáctica, estaría cometiendo violación constitucional y 
sería merecedor a una inhabilitación. Y, si esto se 
produce, el Congreso estaría obligado a hacerlo 
(inhabilitarlo). Es improcedente que se interprete que 
eso (la inadmisión) es una negativa, estaría 
incumpliendo la ley. Inmediatamente se le debería 
acusar por la infracción de la Constitución”.1 

2.13. En lo que respecta a la acusación constitucional contra los Ministros de Estado, a 

diferencia de lo que ocurre con el Presidente de la República, esta es abierta y 

permite sancionar políticamente toda infracción a la Constitución en la que 

 
1 https://www.expreso.com.pe/politica/parlamento-debe-inhabilitar-a-castillo/  
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incurran los ministros en ejercicio de sus funciones, sin que existan limitaciones a 

dicha acusación. 

2.14. Es importante indicar que, conforme al artículo 128 de nuestra Carta Magna, los 

Ministros de Estado son solidariamente responsables por las infracciones 

constitucionales en las que incurre el Presidente de la República: 

“Artículo 128. Los ministros son individualmente 
responsables por sus propios actos y por los actos 
presidenciales que refrendan.  

Todos los ministros son solidariamente responsables 
por los actos delictivos o violatorios de la Constitución 
o de las leyes en que incurra el Presidente de la 
República o que se acuerden en Consejo, aunque salven 
su voto, a no ser que renuncien inmediatamente.” 

2.15. Por lo tanto, siendo que el proyecto de ley respecto del cual se ha hecho cuestión 

de confianza - de manera ilegal e inconstitucional, con el propósito de propiciar el 

cierre del Congreso de manera ilegítima – ha sido aprobado en Consejo de 

Ministros según acta entregada por el Premier ante el pleno, todo el gabinete 

ministerial debe responder solidariamente por las infracciones constitucionales 

incurridas por el Presidente y el Premier que expondremos a continuación. 

III. FUNDAMENTOS DE HECHO 

3.1. El 14 de noviembre de 2021, Integridad presentó ante el Congreso una solicitud 

para hacer suyo un proyecto de ley orientado a precisar los alcances de los 

artículos 19°, 40° y 44° de la Ley 26300, Ley de los derechos de participación y 

control ciudadanos (Ley 26300) con la finalidad de dejar en claro que toda reforma 

constitucional debía ser aprobada por el Congreso antes de ser sometida a 

referéndum, y que no era posible convocar a un referéndum constituyente sin 

aprobación previa del Congreso. El objeto de nuestro proyecto de ley era dejar 
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absolutamente claro que no puede haber una Asamblea Constituyente si el 

Congreso no lo aprueba primero. 

3.2. Nuestro proyecto fue acogido multipartidariamente por cinco bancadas 

diferentes, fue presentado oficialmente con el número 644-2021-CR (ver Anexo 

3), y fue aprobado posteriormente en el pleno del Congreso con 76 votos a favor, 

43 en contra y 3 abstenciones; lo cual constituía una mayoría suficiente para la 

modificar una ley orgánica, como era el caso de la Ley 26300. 

3.3. Es importante notar que nuestro proyecto de ley contó con el respaldo del Jurado 

Nacional de Elecciones, máxima autoridad en materia electoral y de referéndums, 

quien mediante acuerdo del pleno de fecha 7 de enero de 2022 (ver Anexo 4) se 

pronunció expresamente sobre el sentido de las modificaciones propuestas y 

expresó que estas se hallaban acordes con la norma constitucional. De modo 

particular, el JNE reconoció expresamente que el articulado de la Ley 31399 se 

encontraba acorde con el artículo 206 de la Constitución y que no contravenía la 

referida norma fundamental.  

 
3.4. A pesar de la mayoritaria aprobación que obtuvo la ley en el pleno del Congreso y 

que el mismo contaba con la aprobación del Jurado Nacional de Elecciones, el 

Presidente de la República se negó a promulgarla y el Congreso tuvo que aprobar 

por insistencia.  

 
3.5. Finalmente, el 30 de enero de 2022 se publicó la Ley 31399, que fortalece el 

proceso de aprobación de leyes de reforma constitucional regulado en los 

artículos 40 y 44 de la Ley 26300, Ley de los Derechos de Participación y Control 

Ciudadanos (Ley 31399). 
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3.6. El propósito de la referida ley era precisar el sentido de los mecanismos de 

participación democrática para la aprobación de reformas constitucionales, y 

dejar claramente establecido que, de conformidad con el artículo 206° de la 

Constitución Política del Perú, toda reforma constitucional debe ser aprobada por 

el Congreso, tal y como lo dispone el referido artículo: 

“Artículo 206. Toda reforma constitucional debe ser 
aprobada por el Congreso con mayoría absoluta del 
número legal de sus miembros, y ratificada mediante 
referéndum. Puede omitirse el referéndum cuando el 
acuerdo del Congreso se obtiene en dos legislaturas 
ordinarias sucesivas con una votación favorable, en cada 
caso, superior a los dos tercios del número legal de 
congresistas. La ley de reforma constitucional no puede ser 
observada por el Presidente de la República.  

La iniciativa de reforma constitucional corresponde al 
Presidente de la República, con aprobación del Consejo de 
Ministros; a los congresistas; y a un número de ciudadanos 
equivalente al cero punto tres por ciento (0.3%) de la 
población electoral, con firmas comprobadas por la 
autoridad electoral.” 

3.7. En línea con lo indicado por la referida norma constitucional, la Ley 31399 se limitó 

a hacer sendas precisiones en los artículos 40 y 44 de la Ley 26300, a fin de evitar 

malinterpretaciones por parte de los organismos que componen el sistema 

electoral y otros poderes del Estado. Así, en cada uno de los referidos artículos se 

dispuso lo siguiente: 

“Artículo 40.- Improcedencia de referéndum 

No pueden someterse a referéndum las materias y normas 
a que se refiere el segundo párrafo del artículo 32 de la 
Constitución, ni aquellas que no se tramiten según el 
procedimiento establecido en el primer párrafo del 
artículo 206 de la Constitución Política. 
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Artículo 44.- Autoridad que convoca a referéndum 

La convocatoria a referéndum corresponde efectuarla a 
la autoridad electoral en plazo no mayor de cuatro meses 
después de acreditadas las respectivas iniciativas, salvo 
que se trate de una reforma constitucional, en cuyo caso 
es convocado por el presidente de la República, por 
disposición del Congreso, de conformidad con el 
procedimiento establecido en el primer párrafo del 
artículo 206 de la Constitución Política”. 

3.8. Según se aprecia, los artículos 40 y 44 de la Ley 26300, según fueron modificados 

por la Ley 31399, se limitaron a precisar, únicamente, que las reformas 

constitucionales debían realizarse en observancia del artículo 206 de la 

Constitución Política del Perú, y que la convocatoria a un referéndum de reforma 

constitucional debía hacerse previa aprobación del Congreso, tal como lo dispone 

el citado artículo 206. 

3.9. No obstante lo anterior, y pese a contar con la opinión favorable del pleno del 

Jurado Nacional de Elecciones, el Presidente de la República no solo se negó a 

promulgar la Ley 31399, que debió ser aprobada por insistencia en el Congreso, 

sino que, algunas semanas después de su publicación, interpuso una demanda de 

inconstitucionalidad buscando derogarla en el Tribunal Constitucional.2  

3.10. A pesar de que la Ley 31399 se limitó a desarrollar los derechos de participación 

ciudadana derivados de una norma constitucional, y que el Jurado Nacional de 

Elecciones, máxima autoridad en materia electoral y de referéndums, manifestó 

que dicha ley no contraviene lo dispuesto en la Constitución; el Ejecutivo no ha 

cesado en sus esfuerzos por derogarla y perseverar en sus esfuerzos por convocar 

a una Asamblea Constituyente que reforme nuestra Carta Magna, a cualquier 

costo. 

 
2 A la fecha, el proceso de inconstitucionalidad se encuentra pendiente de resolución. 
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3.11. Es así que, el 17 de noviembre de 2022, en horas de la mañana, el Presidente del 

Consejo de Ministros, Aníbal Torres, en compañía de todo el gabinete ministerial, 

irrumpió sorpresivamente en el pleno del Congreso de la República y solicitó hacer 

uso de la palabra para manifestar que había presentado por mesa de partes el 

Oficio N° 359-2022-PR, con la finalidad de someter a consideración del Congreso 

de la República un proyecto de ley para derogar la Ley 31399, respecto del cual 

planteó una “cuestión de confianza”: 

“El motivo por el cual estoy aquí – dijo el Premier – 
acompañado por mi gabinete, es para solicitar que se 
apruebe el proyecto de ley presentado hoy día, proyecto 
de ley que deroga la ley 31399, ley que fortalece el proceso 
de aprobación de leyes de reforma constitucional, 
regulados en los artículos 40 y 44 de la ley 26300, ley de 
derechos de participación y control ciudadano; que en 
adelante denominaré “Proyecto de ley que restablece la 
participación política del pueblo”; llamada también “Ley 
Anti Referéndum”, respecto de la cual planteó cuestión de 
confianza, en nombre del Consejo de Ministros, tal como 
consta en el acta de sesión del consejo que también 
presentaré aquí…” 

3.12. Inmediatamente después, el Premier manifestó que la ley cuya derogación 

solicitaba, era una “ley ordinaria” y no una “ley constitucional”:  

“Téngase presente – dijo falsamente el Premier – que la ley 
que solicitamos se derogue – o sea, la 31399 – es una ley 
ordinaria, no es una ley constitucional…”. 

3.13. Dicha afirmación es tendenciosa y falsa por cuanto la Ley 26300 y la Ley 31399 que 

la modifica, es una ley orgánica sujeta al artículo 106 de la Constitución Política del 



 
 

13 
 

www.integridadporelperu.com 

Perú.3 En efecto, los mecanismos de participación democrática se regulan por ley 

orgánica, tal y como lo dispone el artículo 31 de la Constitución: 

“Artículo 31. Los ciudadanos tienen derecho a participar 
en los asuntos públicos mediante referéndum; iniciativa 
legislativa; remoción o revocación de autoridades y 
demanda de rendición de cuentas. Tienen también el 
derecho de ser elegidos y de elegir libremente a sus 
representantes, de acuerdo con las condiciones y 
procedimientos determinados por ley orgánica.” 

3.14. La Ley 26300, que regula los mecanismos de participación ciudadana en asuntos 

públicos, es una ley orgánica, por cuanto la Constitución establece que los 

derechos de participación ciudadana en asuntos públicos son ejercidos de acuerdo 

a las condiciones y procedimientos determinados mediante ley orgánica.  

3.15. Es así que, el 3 de mayo de 1994 se publicó la Ley 26300, Ley de Derechos de 

Participación y Control Ciudadanos, la cual no es una ley ordinaria, como 

falsamente ha señalado el Premier en el pleno del Congreso, sino una ley de 

desarrollo constitucional (ley orgánica), tal y como fue expresamente señalado por 

el congresista Carlos Torres y Torres Lara en el debate para su aprobación, según 

consta en el Diario de Debates del 15 de abril de 1994: 

“Esta ley, señor Presidente, que hoy se presenta como un 
proyecto de ley de desarrollo constitucional sobre 
participación y control de los ciudadanos, está dirigida a 
dar el primer paso hacia una auténtica democratización 
política en nuestro país.” 4 

 
3 Artículo 106. Mediante leyes orgánicas se regulan la estructura y el funcionamiento de las entidades del Estado 
previstas en la Constitución, así como también las otras materias cuya regulación por ley orgánica está establecida en 
la Constitución. 
4 SEGUNDA LEGISLATURA ORDINARIA DE 1993 1ª SESIÓN (Matinal) VIERNES, 15 DE ABRIL DE 1994, página 32 
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3.16. Pero, para que no quede ninguna duda que la Ley 26300 es una ley orgánica, al 

momento de la votación para su aprobación, en el Diario de Debates del 15 de 

abril de 1994, se dejó constancia de lo siguiente: 

“Se aprueba, con modificaciones y votación calificada, el 
proyecto de Ley Orgánica de Participación y Control 
Ciudadanos, por 50 votos a favor y 1 en contra.”5 

3.17.  Por su parte, la ley 31399 que modifica la Ley 26300 también es una ley orgánica. 

No es una ley ordinaria como falsamente ha indicado el Premier. Así lo establece 

la exposición de motivos del Proyecto de Ley 644-2021-CR que dio origen a la Ley 

31399: 

“En ese sentido, tal como menciona el documento de 
proyecto, debe ser aprobada mediante los mecanismos de 
aprobación de una ley orgánica, y entrará en vigencia al 
día siguiente de su publicación en el diario oficial, es decir, 
con la regla ordinaria de vigencia de las normas legales.” 

3.18. Por tanto, el Premier ha mentido al hacer creer al Congreso y a la ciudadanía que 

su cuestión de confianza recae sobre una ley ordinaria, cuando en verdad recae 

sobre una ley orgánica. La diferencia entre una y otra, para efectos de la presente 

denuncia constitucional, es fundamental, según veremos a continuación.  

3.19. Una ley orgánica, a diferencia de una ley ordinaria, es una norma de desarrollo 

constitucional que regula la estructura y el funcionamiento de las entidades del 

Estado previstas en la Constitución, así como también las otras materias cuya 

regulación por ley orgánica está establecida en la Constitución. No se trata, pues, 

de una ley ordinaria como cualquier otra, como pretende hacer creer el Premier, 

 
5 SEGUNDA LEGISLATURA ORDINARIA DE 1993 1ª SESIÓN (Matinal) VIERNES, 15 DE ABRIL DE 1994, página 49 
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sino de una ley que desarrolla preceptos derivados de la Constitución y, por tanto, 

una ley cuya aprobación es facultad exclusiva y excluyente del Congreso. 

3.20. Sobre este particular, el Tribunal Constitucional, supremo intérprete de nuestra 

Constitución, ha manifestado en su sentencia de fecha 12 de agosto de 2005, 

emitida en el marco del expediente N° 0022-2004-AI/TC, lo siguiente: 

“33. […] si bien una de las características principales de la 
ley orgánica en el derecho comparado es la de ser un 
instrumento de desarrollo de la Constitución, […] el 
Tribunal Constitucional considera que uno de los elementos 
fundamentales de la ley orgánica en el Perú, además de los 
establecidos en el artículo 106° de la Constitución, es el que 
se funda en la reserva de ley exclusiva a favor del 
Congreso de la República. 

34. Al respecto, este Tribunal ha declarado que "La 
potestad de dictar leyes -ordinarias u orgánicas- 
corresponde al Poder Legislativo en el ejercicio de las 
atribuciones que la misma Constitución le reconoce y, por 
lo que respecta a las leyes orgánicas, dicha atribución 
resulta exclusiva de este poder […] 

35. En efecto, de una interpretación sistemática de los 
artículos 104° y 101, inciso 4 de la Constitución, se concluye 
que la aprobación de leyes orgánicas no puede ser 
delegada a la Comisión Permanente del Congreso de la 
República, ni tampoco al Poder Ejecutivo mediante 
decretos legislativos. Esta limitación, que no opera para 
las materias de ley ordinaria, que sí pueden ser delegadas 
al Poder Ejecutivo para que legisle sobre ellas, se 
constituye en el núcleo mínimo indisponible de las 
competencias legislativas del Congreso de la República, 
para el caso de normas con rango de ley, ya que la 
legislación de las materias de ley orgánica no puede ser 
delegada al Ejecutivo.” 

3.21. En este orden de ideas, a decir del Tribunal Constitucional, queda absolutamente 

claro que lo que es materia de una ley orgánica es competencia exclusiva y 
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excluyente del Congreso, y no puede ser nunca una facultad del Ejecutivo 

pronunciarse sobre ella. Por tanto, hacer una cuestión de confianza sobre un 

proyecto de ley orgánica, ajeno a sus facultades y atribuciones, excede largamente 

sus competencias y denota una evidente infracción a la Constitución, a la Ley 

31355, que desarrolla el ejercicio de la cuestión de confianza regulada en el último 

párrafo del artículo 132 y en el artículo 133 de la Constitución, y al artículo 86, 

incisos c) y d) del Reglamento del Congreso de la República; que establecen 

expresamente lo siguiente: 

“Ley 31355 

Artículo único. Del ejercicio de la cuestión de confianza 
regulada en el último párrafo del artículo 132 y en el 
artículo 133 de la Constitución Política del Perú  

La facultad que tiene un ministro y la del presidente del 
Consejo de Ministros a nombre del Consejo, de plantear 
una cuestión de confianza conforme al último párrafo del 
artículo 132 y al artículo 133 de la Constitución Política del 
Perú, está referida a materias de competencia del Poder 
Ejecutivo relacionadas directamente a la concreción de su 
política general de gobierno, no encontrándose, entre 
ellas, las relativas a la aprobación o no de reformas 
constitucionales ni las que afecten los procedimientos y las 
competencias exclusivas y excluyentes del Congreso de la 
República o de otros organismos constitucionalmente 
autónomos.” 

“Reglamento del Congreso 

Moción de censura y cuestión de confianza facultativa 

Artículo 86°  

[…] 

d) La Mesa Directiva rechazará de plano cualquier 
proposición de confianza presentada por Congresistas o 
por cualquier funcionario que no sea ministro de Estado.  
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Igualmente, de manera enunciativa, rechazará de plano la 
proposición que tenga por finalidad la supresión de la 
esencia de alguna cláusula de intangibilidad de la 
Constitución, la aprobación o no de iniciativas de reforma 
constitucional, de iniciativas que interfieran en las 
competencias exclusivas y excluyentes del Congreso de la 
República o de los organismos constitucionalmente 
autónomos; o que condicione el sentido de alguna decisión 
del Congreso bajo término o plazo para el 
pronunciamiento.  

El Pleno del Congreso, mediante resolución legislativa, y 
previa opinión de la Comisión de Constitución y 
Reglamento, puede declarar improcedente una cuestión de 
confianza que vulnere lo dispuesto en el presente artículo. 
La declaración de improcedencia aprobada por el Congreso 
no equivale ni califica como denegatoria, rehusamiento ni 
rechazo de la cuestión de confianza.” 

3.22. Queda claro, pues, que la cuestión de confianza respecto de la derogatoria de una 

ley orgánica es contraria a la Constitución, a la Ley, y al Reglamento del Congreso. 

Por si fuera poco, y sabiendo que la Ley 31399 es objeto de un proceso de 

inconstitucionalidad seguido por el Presidente de la República contra el Congreso 

de la República ante el Tribunal Constitucional – que a la fecha se encuentra 

pendiente de resolución –; el Premier omitió mencionar – convenientemente - que 

existe un proceso en el que se viene discutiendo una demanda mediante la cual el 

Poder Ejecutivo busca, justamente, la derogación de la Ley 31399. Así, sabiendo 

que es altamente probable que el Ejecutivo pierda ese proceso, el Premier no 

desaprovechó la oportunidad para manifestar que no existe impedimento para 

que el Congreso derogue una ley cuya constitucionalidad ha sido declarada por el 

Tribunal Constitucional. 

3.23. Adicionalmente, el Premier omitió referirse al pronunciamiento realizado por el 

pleno del Jurado Nacional de Elecciones, a través del acuerdo de fecha 7 de enero 

de 2022, mediante el cual la máxima autoridad en materia electoral y de 
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referéndums, reconoció expresamente que el articulado de la Ley 31399 se 

encuentra acorde con el artículo 206 de la Constitución y que no contraviene la 

referida norma fundamental. De esta manera, el representante del Ejecutivo 

inobservó el acuerdo adoptado por la máxima autoridad del sistema electoral, y 

presentó una cuestión de confianza que lo contradecía. 

3.24. Finalmente, durante su intervención ante el pleno del Congreso, el Premier dejó 

constancia de las verdaderas intenciones del Poder Ejecutivo al presentar la 

cuestión de confianza: 

“…lo que pretendemos es establecer una facultad del 
pueblo, como poder constituyente, de participar 
activamente en temas de mayor relevancia, y que el 
poder constituido no se coloque por encima del poder 
soberano.” 

3.25. Con estas declaraciones, que se salieron de boca del propio Premier, quedó puesto 

en evidencia que la verdadera intención del Ejecutivo al plantear la cuestión de 

confianza, era cambiar el sentido de la norma constitucional contenida en el 

artículo 206 de la Constitución Política del Perú, que establece que toda reforma 

constitucional debe ser aprobada por el Congreso. 

3.26. En efecto, según lo declarado por el Premier, buscan derogar la Ley 31399 con el 

propósito de “…establecer una facultad del pueblo…”, no prevista en la 

Constitución Política del Perú; para que, como poder constituyente, la población 

participe activamente en temas de mayor relevancia. Esta propuesta, claramente 

inconstitucional, excede largamente las facultades del Poder Ejecutivo, quien 

carece de competencias para realizar reformas constitucionales o plantear leyes 

de desarrollo constitucional – como son las leyes orgánicas. 

3.27. Para que no quede ninguna duda de lo que el Ejecutivo busca, el Premier concluyó 

que su intención es que “…el poder constituido no se coloque por encima del 
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poder soberano…” En otras palabras, el Premier busca que el Congreso esté 

subordinado a la voluntad popular para realizar reformas constitucionales, lo cual 

es manifiestamente contrario a lo que el artículo 206 de nuestra Carta Magna 

dispone actualmente. 

3.28. No se trata aquí de discutir sobre la conveniencia o no de los mecanismos de 

participación ciudadana, ni de las ventajas o desventajas de la democracia directa 

e indirecta. Se trata simplemente de entender que la propuesta planteada por el 

Poder Ejecutivo es contraria al artículo 206° de la Constitución actualmente 

vigente y al acuerdo del pleno del Jurado Nacional de Elecciones de fecha 7 de 

enero de 2022; y que lo que se busca con la cuestión de confianza no es solamente 

establecer un mecanismo de participación de democracia directa diferente al 

establecido en nuestra Carta Magna para la aprobación de reformas 

constitucionales; sino más bien, como veremos a continuación, propiciar el cierre 

del Congreso tras una negación a una cuestión de confianza manifiestamente 

inconstitucional. 

IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

4.1. Teniendo en consideración los fundamentos de hecho expuestos hasta aquí, a 

continuación daremos a conocer las infracciones constitucionales en las que han 

incurrido los Acusados y que dan mérito a la máxima sanción prevista por la ley 

para cada uno de ellos. 

A. INFRACCIÓN AL ARTÍCULO 90° DE LA CONSTITUCIÓN 

4.2. El artículo 90° de la Constitución establece que “El Congreso de la República se 

elige por un período de cinco años mediante un proceso electoral organizado 

conforme a ley”; y, sin embargo, los Denunciados están buscando recortar 

ilegítimamente el periodo parlamentario, haciendo un uso abusivo y 
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deslegitimado de una cuestión de confianza ilegal para forzar la disolución del 

Congreso conforme al artículo 134° de la Constitución. 

4.3. Una prueba irrefutable de estas intenciones puede ser hallada en las propias 

declaraciones del Premier Aníbal Torres ante el pleno del Congreso, donde 

manifestó que, no importa la respuesta que el Congreso le dé, si no se aprueba el 

proyecto de ley, considerará denegada la cuestión de confianza. 

4.4. Es preciso indicar que el Reglamento del Congreso, que tiene rango de ley, 

establece que una cuestión de confianza puede ser declarada improcedente si no 

cumple con los requisitos legales para su inadmisibilidad, y que dicha 

improcedencia no equivale ni califica como denegatoria, rehusamiento ni rechazo 

de la cuestión de confianza. Así lo establece el artículo 86° literal d) del 

Reglamento: 

“El Pleno del Congreso, mediante resolución legislativa, y 
previa opinión de la Comisión de Constitución y 
Reglamento, puede declarar improcedente una cuestión de 
confianza que vulnere lo dispuesto en el presente artículo. 
La declaración de improcedencia aprobada por el 
Congreso no equivale ni califica como denegatoria, 
rehusamiento ni rechazo de la cuestión de confianza.” 

4.5. Sin embargo, lo que indica la ley no parece importarle al Premier, quien ha dejado 

claro ante el Congreso que no aceptará un “no” por respuesta. De manera 

prepotente y amenazante, el Premier indicó al Congreso cómo debía ser resuelta 

la cuestión de confianza, y las consecuencias de no hacerlo de ese modo: 

“…no optemos por términos oscuros, por términos 
ambiguos, por decir, no, que no es admisible, que es 
improcedente, etc., etc., etc. […] el rehusamiento puede ser 
por cualquiera de esos mecanismos de declarar la 
inadmisibilidad, de declarar la improcedencia o de 
cualquier otro mecanismo y eso, por supuesto, lo 
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entenderá el Ejecutivo como un rehusamiento de la 
cuestión de confianza que estamos planteando…” 

4.6. Según puede ser apreciado en las declaraciones del Premier, este ha optado por 

desconocer de manera abierta y manifiesta las normas que regulan el 

funcionamiento del Congreso, que tienen rango de ley, y ha calificado como 

términos “ambiguos” u “oscuros” a mecanismos expresamente previstos en el 

artículo 86° del Reglamento del Congreso que regulan la cuestión de confianza.  

4.7. En efecto, la “improcedencia” o el “rechazo de plano” de una cuestión de 

confianza, no son términos “ambiguos” u “oscuros” como antojadizamente señala 

el Premier. Son figuras legales para calificar actos ilegales y arbitrarios que 

permiten al Congreso validar la procedencia legal de una cuestión de confianza, 

en el ejercicio de sus atribuciones, según se aprecia a continuación: 

“La Mesa Directiva rechazará de plano cualquier 
proposición de confianza presentada por Congresistas o 
por cualquier funcionario que no sea ministro de Estado.  

Igualmente, de manera enunciativa, rechazará de plano la 
proposición que tenga por finalidad la supresión de la 
esencia de alguna cláusula de intangibilidad de la 
Constitución, la aprobación o no de iniciativas de reforma 
constitucional, de iniciativas que interfieran en las 
competencias exclusivas y excluyentes del Congreso de la 
República o de los organismos constitucionalmente 
autónomos; o que condicione el sentido de alguna decisión 
del Congreso bajo término o plazo para el 
pronunciamiento.  

El Pleno del Congreso, mediante resolución legislativa, y 
previa opinión de la Comisión de Constitución y 
Reglamento, puede declarar improcedente una cuestión 
de confianza que vulnere lo dispuesto en el presente 
artículo. La declaración de improcedencia aprobada por 
el Congreso no equivale ni califica como denegatoria, 
rehusamiento ni rechazo de la cuestión de confianza.” 
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4.8. Si al Premier no le gustan las reglas que regulan el funcionamiento del Congreso, 

puede optar por los mecanismos previstos en la constitución para cuestionar la 

inconstitucionalidad de las leyes, si lo considera conveniente; pero de ninguna 

manera y bajo ninguna circunstancia puede cambiar el sentido de las leyes a su 

antojo, para acomodarlas a sus intereses personales. 

4.9. Si el Reglamento del Congreso dice que “La declaración de improcedencia 

aprobada por el Congreso no equivale ni califica como denegatoria, 

rehusamiento ni rechazo de la cuestión de confianza”; entonces el Premier no 

puede amenazar con desconocer la existencia de dicha norma y señalar que 

considerará la improcedencia como un rechazo, que contraviene de manera 

manifiesta lo dispuesto en la referida norma legal. Hacerlo pone en evidencia el 

despotismo y el autoritarismo con el que busca que el Congreso actúe según se le 

antoja al Ejecutivo, desconociendo las competencias propias de cada uno de los 

poderes del Estado. 

4.10. Evidentemente, este comportamiento manifiestamente ilegal frente al Congreso, 

sólo puede ser entendido como un intento por obtener, a como dé lugar, la 

denegatoria de la cuestión de confianza presentada por el Ejecutivo. No le importa 

al Premier que su cuestión de confianza sea ilegal o improcedente. Ya dejó en claro 

que solo aceptará un “sí” por respuesta, y que cualquier declaración de 

improcedencia – por más lícita que sea – será considerada como un rechazo. 

4.11. Buscar el “rechazo” a la cuestión de confianza – a cualquier costo – sólo puede 

tener un único objetivo y ningún otro más: Propiciar la disolución del Congreso 

conforme al artículo 134 de la Constitución que dice lo siguiente: 

“Artículo 134. El Presidente de la República está facultado 
para disolver el Congreso si éste ha censurado o negado su 
confianza a dos Consejos de Ministros.” 
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4.12. El Premier ha negado que cerrar el Congreso sean sus verdaderas intenciones, 

pero dicha negación se aleja de la verdad, al igual que se aleja de la verdad que la 

Ley 31399 que pretende derogar sea una “ley ordinaria” y no una “ley orgánica” 

cuya aprobación y derogación es competencia exclusiva y excluyente del 

Congreso, según lo resuelto por el Tribunal Constitucional. 

4.13. El Premier ha dicho una y otra vez durante su intervención ante el pleno que 

plantea la cuestión de confianza porque tiene derecho a hacerlo y porque es una 

facultad constitucional, pero cierto es también que la Constitución no ampara el 

“abuso de derecho” y que las facultades y atribuciones de los funcionarios públicos 

no pueden ni deben ser ejercidas con fines ilícitos. 

4.14. Queda claro que, al plantear la cuestión de confianza, lo único que están buscando 

los Acusados es propiciar, de manera amenazante, la negación por parte del 

Congreso, a fin de plantear una segunda cuestión de confianza que, bajo los 

mismos términos que la primera, les permita acogerse del artículo 134° de la 

Constitución para disponer la disolución del parlamento. 

4.15. Si no fuera esta la intención del Ejecutivo, y si verdaderamente tuviera interés en 

buscar consensos, no tendría porqué plantear una cuestión de confianza respecto 

de un proyecto de ley que es a todas luces ilegal. La única razón por la que se 

plantea una cuestión de confianza, la única, y no hay otra, es porque le da al 

Ejecutivo la posibilidad de disolver el Congreso si la confianza es negada en dos 

oportunidades. 

4.16. No podemos, pues, dejarnos engañar por las declaraciones del Premier que dice 

no tener intenciones de cerrar el Congreso, ya que, de ser así, no habría necesidad 

alguna de plantear una cuestión de confianza. Una cuestión de confianza es un 

mecanismo para presionar al Congreso a adoptar una determinada medida, bajo 

apercibimiento de su disolución ante un doble rechazo. No tiene otro propósito. 
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Esa medida, sin embargo, se convierte en un arma ilegal de amenaza y extorsión 

cuando tiene un fin ilícito que la promueve. Esa es la única verdad y es indiscutible. 

B. INFRACCIÓN AL NUMERAL 1 DEL ARTÍCULO 118° DE LA CONSTITUCIÓN 

4.17. El principal deber del Presidente de la República se encuentra recogido en el inciso 

1 del artículo 118 de la Constitución, y consiste en lo siguiente: 

“Artículo 118. Corresponde al Presidente de la República:  

1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución y los tratados, 
leyes y demás disposiciones legales.” 

4.18. Si el Presidente de la República presenta ante el Congreso – como lo ha hecho - un 

proyecto de ley orgánica que busca modificar otra ley orgánica, y hace de su 

aprobación una cuestión de confianza, a sabiendas de que las leyes orgánicas son 

de competencia única y excluyente del Congreso de la República, según lo ha 

manifestado el Tribunal Constitucional; entonces incumple su deber de cumplir y 

hacer cumplir la ley, infringiendo el artículo 118 inciso 1 de la Constitución. 

4.19. Lo mismo ocurre con los ministros de Estado, quienes son responsables solidarios 

de los actos del Presidente que refrendan. El artículo 125° de la Constitución 

establece textualmente lo siguiente: 

“Artículo 125. Son atribuciones del Consejo de Ministros:  

1. Aprobar los proyectos de ley que el Presidente de la 
República somete al Congreso.” 

4.20. Por tanto, no puede negarse que el Consejo de Ministros, en pleno, es responsable 

de haber aprobado una cuestión de confianza respecto de un proyecto de ley cuya 

aprobación no es competencia del ejecutivo, poniendo en grave riesgo el 

equilibrio de poderes y la estabilidad democrática en el país. 
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4.21. Esta conducta impropia de un Consejo de Ministros responsable infringe el artículo 

118 inciso 1 de la Constitución, y deben asumir responsabilidad solidaria por dicha 

infracción conforme al artículo 128 de nuestra Carta Magna, que indica que los 

ministros son individualmente responsables por sus propios actos y por los actos 

presidenciales que refrendan. 

C. INFRACCIÓN AL NUMERAL 10 DEL ARTÍCULO 118° DE LA CONSTITUCIÓN 

4.22. Del mismo modo, tanto el Presidente de la República como el Consejo de 

Ministros, de manera solidaria, son responsables por infringir el artículo 118 inciso 

10 de la Constitución, que establece que: 

“Artículo 118. Corresponde al Presidente de la República:  

10. Cumplir y hacer cumplir las resoluciones del Jurado 
Nacional de Elecciones.” 

4.23. En efecto, el Ejecutivo ha infringido dicha norma constitucional al desconocer y 

hacer caso omiso al acuerdo del pleno del Jurado Nacional de Elecciones, de fecha 

7 de enero de 2022, mediante el cual emitió un pronunciamiento favorable 

respecto de la Ley 31399 que el Presidente y su gabinete ministerial buscan 

derogar inconstitucionalmente, con el único propósito de reformar toda nuestra 

Constitución sin participación del Congreso de la República, violando el artículo 

206 de nuestra Carta Magna. 

4.24. Es claro que esta propuesta, absolutamente inviable, no puede ser amparada 

constitucionalmente, y que el único propósito que tiene, según se ha visto, es 

propiciar el rechazo de la cuestión de la confianza planteada para forzar un cierre 

ilegítimo del Congreso al amparo del artículo 134 de la Constitución. 
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D. INFRACCIÓN AL ARTÍCULO 133° DE LA CONSTITUCIÓN 

4.25. Por si fuera poco, los Denunciados han violado el artículo 133° de la Constitución 

al indicar que atribuyen efectos ilegales a una eventual improcedencia de una 

cuestión de confianza inconstitucional. Según se aprecia, el referido artículo indica 

lo siguiente: 

“Artículo 133. El Presidente del Consejo de Ministros puede 
plantear ante el Congreso una cuestión de confianza a 
nombre del Consejo. Si la confianza le es rehusada, o si es 
censurado, o si renuncia o es removido por el Presidente de 
la República, se produce la crisis total del gabinete.” 

4.26. Es muy importante notar que, según el referido artículo, la crisis total del gabinete 

solo se produce si la confianza es rehusada por el Congreso. No se produce la crisis 

total si una cuestión de confianza es improcedente por ser manifiestamente ilegal. 

Sin embargo, el Presidente del Consejo de Ministros ha declarado públicamente 

ante el pleno del Congreso que no reconocerá otro pronunciamiento que no sea 

la aceptación o el rechazo de la cuestión de confianza, lo cual solo puede tener 

como propósito propiciar un doble rechazo para disolver el congreso conforme al 

artículo 134° de la Constitución. 

4.27. En efecto, el Premier ha desconocido manifiestamente la ley, particularmente el 

artículo 86 inciso d) del Reglamento del Congreso, que permite declarar la 

improcedencia de cuestiones de confianza ilegales. Sin importarle un ápice que lo 

que señale el Reglamento del Congreso, ha indicado que el Ejecutivo interpretará 

como una negación de la confianza cualquier declaratoria de improcedencia, pese 

a que la ley señala expresamente lo contrario, y que la improcedencia no equivale 

a una negación de la confianza. 

4.28. Según se ha visto, esta intencionalidad contraria a la ley vigente no puede tener 

otro propósito que no sea la disolución del Congreso. El Ejecutivo está buscando a 
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como dé lugar propiciar la negación de la confianza para poder acoger 

ilegítimamente al artículo 134 de la Constitución y disolver el parlamento: 

“Artículo 134. El Presidente de la República está facultado 
para disolver el Congreso si éste ha censurado o negado su 
confianza a dos Consejos de Ministros.” 

4.29. Es claro y evidente que lo que busca el Presidente y el Consejo de Ministros al 

postular una cuestión de confianza ilegal y desconocer los efectos de su 

improcedencia, es abusar de su derecho a postular cuestiones de confianza y 

acogerse ilegítimamente al citado artículo 134° para disolver el Congreso. Sin 

embargo, omite el Presidente y su gabinete reparar en que la Constitución no 

ampara el abuso del derecho y que dicha conducta es inaceptable dentro de 

nuestro marco constitucional. 

4.30. Sobre este particular, el Tribunal Constitucional ha definido el abuso del derecho 

como la desnaturalización de las finalidades u objetivos que sustentan la 

existencia de cada atributo, facultad o libertad reconocida sobre las personas; y 

ha indicado que “…los derechos no pueden usarse de forma ilegítima (...), sino de 

manera compatible con los valores del propio ordenamiento” (Sentencia 0296-

2007-PA, fundamento 12). 

4.31. Pues bien, esto es justamente lo que han hecho los Denunciados al presentar el 

proyecto de ley sobre el cual han hecho cuestión de confianza. Han usado de 

manera ilegítima un derecho a plantear una cuestión de confianza sobre una ley 

para la que no tienen facultades, contraviniendo el texto expreso del artículo único 

de la Ley 31355 y del artículo 86 literal d) del Reglamento del Congreso, 

desnaturalizando así la figura prevista en el artículo 133° de la Constitución con 

fines manifiestamente ilegítimos, como es el de la disolución del Congreso. 

V. AGRAVIO A LOS DENUNCIANTES 
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5.1. Los Denunciantes somos directamente agraviados porque fuimos quienes 

solicitamos al Congreso hacer suyo el proyecto de reforma de los artículo 40° y 44° 

de la Ley 26300, que fue recogido en el Proyecto de Ley N° 644-2021-CR, y que dio 

lugar a la aprobación y publicación de la Ley 31399 que el Presidente y su Consejo 

de Ministros buscan derogar, y respecto del cual se ha hecho una cuestión de 

confianza ilegal e inconstitucional. 

 

5.2. Adicionalmente, como ciudadanos peruanos, vemos en riesgo la estabilidad 

política y democrática del país en el que vivimos, y una grave amenaza contra la 

institucionalidad del Congreso de la República que puede afectar 

irremediablemente el equilibrio de poderes y nuestro sistema democrático. 

 

5.3. Como ciudadanos peruanos, tenemos el deber y el derecho de honrar al Perú y 

proteger los intereses nacionales de toda amenaza, inclusive aquellas 

provenientes del propio gobierno: 

 

“Artículo 38. Todos los peruanos tienen el deber de honrar 
al Perú y de proteger los intereses nacionales, así como de 
respetar, cumplir y defender la Constitución y el 
ordenamiento jurídico de la Nación. 

POR TANTO: 

Solicitamos a ustedes se sirvan dar trámite a la presente denuncia constitucional en 

observancia del procedimiento previsto en el artículo 89° del Reglamento del Congreso 

de la República; y proceder a acusar constitucionalmente a los Denunciados, y 

sancionarlos con la destitución y la inhabilitación para ejercer cargos públicos hasta por 

diez (10) años, debido a la gravedad de sus infracciones. 

PRIMER OTROSÍ DECIMOS: 
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Que adjuntamos en calidad de anexos copia de los siguientes documentos: 

Anexo 1: Copia del DNI de nuestro representante. 

Anexo 2: Copia del Oficio N° 359-2022-PR de fecha 17 de noviembre de 2022. 

Anexo 3: Copia del Proyecto de Ley 644-2021-CR. 

Anexo 4: Copia del acuerdo del pleno del Jurado Nacional de Elecciones de fecha 7 de 

enero de 2022. 

Lima, 23 de noviembre de 2022 
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CO$GRESOD€LAEPUBLICAI PROYECTO DE LEY QUE e. e Trare Dsga4tzav 3 DoctresI 
MODIFICA LOS ARTÍCULOS 19, 40 
Y 44 DE LA LEY 26300, LEY DE LOS VO(21 

1 
DERECHOS DE PARTICIPACIÓN Y 

FW 
CONTROL CIUDADANOS 

Los Congresistas de la república que suscriben de manera MULTIPARTIDARIA, en 
ejercicio del derecho de iniciativa legislativa que confiere el artículo 107 de la Constitución 
Política del Perú y conforme a lo establecido en los artículos 22° inciso o), 74 y  75 del 
Reglamento del Congreso de la República, presentan la siguiente iniciativa legislativa: 

FÓRMULA LEGAL 

Ley que modifica los artículos 190, 400  y 440  de la Ley N° 26300, Ley de los 
Derechos de Participación y Control Ciudadanos 

Artículo 10. - Objeto 

La presente ley tiene por objeto modificar los artículos 19°, 40° y 44° de la Ley N° 26300, 
Ley de los Derechos de Participación y Control Ciudadanos, con la finalidad de reafirmar 
los alcances de dichas disposiciones en el marco de las normas constitucionales vigentes. 

Artículo 2°. - Modificación del artículo 19° de la Ley N° 26300 

Se modifica el artículo 190  de la Ley N° 26300, Ley de los Derechos de Participación y 
Control Ciudadanos, conforme al siguiente texto: 

"Artículo 19.- Improcedencia de reforma constitucional 

Es improcedente toda iniciativa de reforma constitucional que recorte los derechos 
ciudadanos consagrados en el artículo 2 de la Constitución Política del Perú, o 
que contravenga el mecanismo de reforma previsto en el primer párrafo del 
artículo 2060  de la misma." 

Artículo 3°. - Modificación del artículo 40° de la Ley N° 26300 

Se modifica el artículo 400  de la Ley N° 26300, Ley de los Derechos de Participación y 
Control Ciudadanos, conforme al siguiente texto: 

"Artículo 40.- Improcedencia de referéndum 

No pueden someterse a referéndum las materias y normas a que se refiere el 
segundo párrafo del artículo 32 de la Constitución, ni aquellas que contravengan 
el mecanismo de reforma constitucional previsto en el primer párrafo del 
artículo 2060  de la Constitución. En cualquiera de estos casos, la autoridad 
electoral se abstiene de convocar a referéndum, bajo responsabilidad." 
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Artículo 40. - Modificación del artículo 44° de la Ley N° 26300 

Se modifica el artículo 440  de la Ley N° 26300, Ley de los Derechos de Participación y 
Control Ciudadanos, conforme al siguiente texto: 

"Artículo 44.- Autoridad que convoca a referéndum 

La convocatoria a referéndum corresponde efectuarla a la autoridad electoral en 
plazo no mayor de cuatro meses después de acreditadas las respectivas 
iniciativas, salvo para la reforma constitucional, en cuyo caso el referéndum 
sólo puede ser convocado por la autoridad electoral previa aprobación del 
Congreso de la República conforme al mecanismo previsto en el primer 
párrafo del artículo 206 de la Constitución." 

DISPOSICIONES FINALES, COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS 

Única. - Adecuación de iniciativas en trámite 

Toda iniciativa legislativa en trámite de reforma constitucional, iniciativa en la 
formación de las leyes, referéndum, iniciativa en la formación de ordenanzas 
regionales y ordenanzas municipales, y otros mecanismos de participación 
establecidos en la Ley N° 26300, que contravengan lo dispuesto en la presente ley 
deberán adecuarse a sus disposiciones a efectos de continuar con su tramitación. 

Lima, 3 de noviembre de 2021 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Esta propuesta legislativa multipartidaria se origina en la iniciativa del movimiento 
ciudadano "Integridad por el Perú", quienes a través de sus voluntarios pusieron en 
conocimiento, a congresistas de la república y diversos grupos parlamentarios, el 
documento que se puede apreciar en la web pública: 
https://drive.qooqle.com/file/d/lvkmurtAC51leKG7-AURpY8w  r27zE55pIview, y respecto 
del cual enfatizaron que cuenta con el apoyo de once mil seiscientos ciudadanos.1  

A este documento de proyecto nos remitiremos reiteradamente en el presente proyecto 
de ley multipartidario, para darlo a conocer, sustentar complementariamente algunas 
partes, y en su caso desestimar aspectos de forma, principalmente. 

EXPOSICIÓN DEL PROBLEMA 

El problema central, real y actual se resume en la sustentación de la carta del movimiento 
ciudadano, efectuado concreta y claramente en el primer párrafo de dicha carta, al 
manifestar lo siguiente: 

"vemos con angustia y preocupación e/futuro democrático de nuestro país y la 
continuidad de un Estado de Derecho ante la amenaza de una reforma 
constitucional contraria a la normatividad vigente." 2  

El documento de proyecto que el movimiento pidió expresamente hagamos suyo, 
sustenta claramente la problemática que los ha llevado a presentar esta iniciativa, en los 
términos siguientes: 

"Nos preocupa sobremanera la iniciativa impulsada por el partido de gobierno que 
busca recolectar firmas a través de un kit electoral que le ha sido entregado en 
forma llega/ por /a Oficina Nacional de Procesos Electorales - ONPE; para solicitar 
al Jurado Nacional de Elecciones - JNE que autorice al Presidente de la República 
a convocar a un referéndum para una reforma total de la Constitución a través de 
una Asamblea Constituyente, sin pasar previamente por el Congreso. 

Según nos ha sido informado por la ONPE en el Oficio N° 002059-2021-SG/ONPE, 
dicha institución ha omitido hacer un análisis de legalidad y constitucionalidad al 
autorizar la entrega del kit electoral al partido de gobierno; y existe un riesgo 
inminente de que el JNE autorice al Presidente Castillo a convocar al referéndum 
en contravención al artículo 206 de nuestra Carta Magna. 

Sin embargo, lo cierto es que la ONPE sí ha realizado un análisis de legalidad y 
constitucionalidad de la solicitud de recolección de firmas para la convocatoria a 
la constituyente; y ha omitido dolosamente considerar en su análisis el primer 

1  Al 3 de noviembre 2021 se observa que hay 11,776 firmas en apoyo. 
2  En: https://drive.google.com/file/d/1vkmurtAc5lIeKG7-AuRpy8wr27zE55p/view  
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párrafo del artículo 206 de la Constitución; según se aprecia en la Resolución Sub 
Gerencial 000419-2021-SGACTD-SG/ONPE, del 11 de agosto de 2021," 

Como puede apreciarse, a la fecha se ha presentado al menos un procedimiento de 
referéndum (que es al que alude el movimiento ciudadano en su documento) con 
vulneración de la normativa vigente. Por ello, el problema que debe atenderse sin duda 
radica en el hecho real de su tramitación ilegal, y además en la amenaza de que sigan 
generándose actos ilegales dentro de la tramitación de dicho procedimiento ya iniciado, 
u otros similares en el futuro. 

FUNDAMENTOS DE LA PROPUESTA 

Hemos agrupado la fundamentación contenida en el documento4  de proyecto del 
movimiento ciudadano, en 6 ideas principales, las que a continuación recogemos y 
complementamos solo en los aspectos necesarios y pertinentes: 

Los mecanismos de participación ciudadana como el referéndum, deben ser 
interpretados de acuerdo con las disposiciones constitucionales en su 
integridad: De conformidad con lo expuesto por el movimiento ciudadano, los 
derechos de participación y control ciudadanos previstos en el artículo 31° de la 
Constitución Política son mecanismos de participación democrática que permiten 
a la ciudadanía participar activamente en los asuntos públicos mediante 
referéndum, iniciativa legislativa, remoción o revocación de autoridades y 
demanda de rendición de cuentas, reconocidos en la Constitución Política y 
recogidos en el artículo 2° de la Ley N° 26300, Ley de los Derechos de 
Participación y Control Ciudadanos. Como lo enfatizan, el artículo 1° de la misma 
ley además afirma que se regula el ejercicio de los derechos de participación y 
control de ciudadanos de conformidad con la Constitución. 

No hay lugar a una aplicación o exigencia de derechos de participación y 
control ciudadanos que contravengan normas de rango constitucional: Esta 
contundente y correcta afirmación la seguimos pues, como señala el documento 
ciudadano, corresponde al Estado hacer prevalecer la supremacía constitucional 
por encima de toda norma de rango legal. A tal efecto, el artículo 32° de la 
Constitución implica que el referéndum es un mecanismo de participación 
ciudadana que permite conocer la opinión de la ciudadanía en torno a la reforma 
total o parcial de la Constitución: 

"Artículo 32.- Pueden ser sometidas a referéndum: 
La reforma total o parcial de la Constitución; 
La aprobación de normas con rango de ley; 
Las ordenanzas municipales: y 
Las materias relativas al proceso de descentralización. 

No pueden someterse a referéndum la supresión o la disminución de los derechos 
fundamentales de la persona, ni las normas de carácter tributario y presupuestal, ni los 
tratados internacionales en vigor." 

En: https://drive.google.com/file/d/lvkmu  rtAC5I eKG7-AU RpY8w_r27zE55p/view 
También en: https://drive.google.com/file/d/1vkmurtAC5IIeKG7-AURpY8wr27zE55p/view  
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Sin embargo, dicho artículo no se encuentra aislado y no podría ser interpretado 
de forma aislada. Por ello el documento de proyecto prosigue señalando que en 
lo que a reformas parciales o totales de la Constitución se refiere, el artículo 206° 
es claro respecto al mecanismo de reforma de la Constitución. En cualquier caso, 
el artículo 2060  no concibe una reforma constitucional sin una ley previa que lo 
apruebe. El citado artículo establece lo siguiente: 

"Artículo 206.- Toda reforma constitucional debe ser aprobada por el Congreso con 
mayoría absoluta del número legal de sus miembros, y ratificada mediante referéndum. 
Puede omitirse el referéndum cuando el acuerdo del Congreso se obtiene en dos 
legislaturas ordinarias sucesivas con una votación favorable, en cada caso, superior a los 
dos tercios del número legal de congresistas. La ley de reforma constitucional no puede ser 
observada por el Presidente de la República. 
La iniciativa de reforma constitucional corresponde al Presidente de la República, con 
aprobación del Consejo de Ministros; a los congresistas; y a un número de ciudadanos 
equivalente al cero punto tres por ciento (0.3%) de la población electoral, con firmas 
comprobadas por la autoridad electoral," 

La Constitución se lee de manera sistemática, cumpliendo los principios de 
unidad y concordancia práctica. Por ello, el referéndum al que se refiere el 
artículo 320  de la Constitución sólo puede ser entendido como el referéndum 
ratificatorio al que se refiere el artículo 206° de la Constitución: Los artículos 
32° y  206° de la Constitución deben ser leídos e interpretados de manera 
sistemática; por cuanto ninguno de los dos se encuentra aislado en nuestro texto 
constitucional. Ambos forman parte de un todo armónico, que constituye el 
sistema normativo de más alto rango a nivel nacional. La interpretación de 
conformidad con la unidad y la concordancia práctica, son criterios 
constitucionales no solo conocidos por los diversos operadores jurídicos, sino que 
además son plenamente exigibles.5  En ese orden de ideas, de ninguna manera 
puede entenderse, de manera aislada, como un referéndum independiente que 
permita una reforma constitucional directa sin contar previamente con una ley del 
Congreso de la República. 

Así, concordamos con la afirmación del documento ciudadano, cuando destacan 
que una interpretación contraria a esta sería atentatoria del texto expreso del 
artículo 206 de la Constitución. 

La Ley 26300 limita los casos en los que procede el referéndum para la 
reforma de la Constitución a lo dispuesto por el artículo 206° de la misma: El 
artículo 390  inciso a) de la Ley 26300 señala expresamente lo siguiente: 

"Artículo 390.- Procede el Referéndum en los siguientes casos: 
La reforma total o parcial de la Constitución, de acuerdo al Artículo 206 de la misma. 
Para la aprobación de leyes, normas regionales de carácter general y ordenanzas 

municipales. 
Para la desaprobación de leyes, decretos legislativos y decretos de urgencia, así como 

de las normas a que se refiere el inciso anterior. 
En las materias a que se refiere el artículo 190 de la Constitución, según ley especial." 

Hesse, Konrad. Escritos de Derecho Constitucional. 2012. Pág. 67. 
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No existe en la Ley 26300 un supuesto de excepción que permita convocar a un 
referéndum para la reforma de la Constitución, fuera de¡ mecanismo previsto en 
el artículo 206. 

Ninguna de las modificaciones contenidas en esta propuesta de ley afecta o 
disminuye los derechos constitucionales de participación ciudadana de la 
población, previstos en la Constitución Política del Perú y en la Ley 26300: 
Como ha señalado el documento de proyecto de¡ movimiento ciudadano, es de 
esencial importancia resaltar esto. Tal como en dicho documento afirman, la 
posibilidad de promover iniciativas legislativas y de reforma constitucional se 
mantiene incólume; únicamente se propone precisar las formas y los 
procedimientos en los que procede el llamado a un referéndum a la población. 

El JNE y la ONPE, en tanto actuación de entidad del Estado, se encuentra 
sujeta al principio de legalidad: Principio previsto en el numeral 1.1 de¡ artículo 
IV de¡ Título Preliminar de la Ley de¡ Procedimiento Administrativo General, Ley 
27444, que establece que "Las autoridades administrativas deben actuar con 
respeto a la Constitución, la ley y al derecho, dentro de las facultades que le estén 
atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron conferidas." 

Así pues, aunque suene evidente, y precisando que esta consideración no se 
opone a la contundencia de la supremacía constitucional, la actuación de los 
organismos electorales, tales como la Oficina Nacional de Procesos Electorales y 
el Jurado Nacional de Elecciones, no son ajenos al cumplimiento de¡ principio de 
legalidad y, evidentemente, su actuación se encuentra estrictamente sujeta a lo 
que la Constitución y las leyes establecen. 

ANTECEDENTES LEGISLATIVOS 

Viendo antecedentes de proyectos desde el año 2006 en adelante, no se observa que 
haya ninguna iniciativa similar a la presente propuesta motivada por el movimiento 
Integridad. El detalle es el siguiente: 

- En la web de¡ Congreso de la República no se ha identificado iniciativas de 
modificación de los artículos señalados de la Ley 26300, en el período actual ni 
en el período 2016-2021. 

- En el período 2011-2016 según la web de¡ Congreso, hubo 16 proyectos que 
dieron origen a la Ley N° 30315, referida a la revocatoria de autoridades y a la 
rendición de cuentas, no así a los artículos materia del presente proyecto de ley. 
Por ello, tampoco hay antecedentes directos en ese período parlamentario. 

- En cuanto al período 2006-2011, sucede algo similar. Algunas iniciativas, referidas 
también a la revocatoria fueron presentadas y aprobadas mediante la Ley N° 
29313. 
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EFECTOS DE LA VIGENCIA DE LA NORMA SOBRE LA LEGISLACIÓN NACIONAL 

El cuadro siguiente es un cuadro comparativo que recoge cuál sería el efecto legislativo 
de la ley propuesta respecto de la Ley 26300, Ley de los derechos de participación y 
control ciudadanos: 

Cuadro que compara la ley vigente y el proyecto  de ley 

Lev 26300 1 Provecto de lev 
Artículo 19.- 

Es improcedente toda iniciativa de reforma 
constitucional que recorte los derechos 
ciudadanos consagrados en el Artículo 2 de la 
Constitución Política del Perú. 

Artículo 40.- 
No pueden someterse a referéndum las 
materias y normas a que se refiere el segundo 
párrafo del Artículo 32 de la Constitución. 

Artículo 44.- 

La convocatoria a Referéndum corresponde 
efectuaría a la autoridad electoral en plazo no 
mayor de cuatro meses después de 
acreditadas las respectivas iniciativas  

Artículo 19.- Improcedencia de reforma 
constitucional 
Es improcedente toda iniciativa de reforma 
constitucional que recorte los derechos 
ciudadanos consagrados en el Artículo 2 de la 
Constitución Política del Perú; o que 
contravenga el mecanismo de reforma 
previsto en el primer párrafo del artículo 
2060  de la misma. 

Artículo 40.- Improcedencia de referéndum 
No pueden someterse a referéndum las 
materias y normas a que se refiere el segundo 
párrafo del Artículo 32 de la Constitución; ni 
aquellas que contravengan el mecanismo de 
reforma constitucional previsto en el primer 
párrafo del artículo 2060  de la Constitución. 
En cualquiera de estos casos, la autoridad 
electoral se abstiene de convocar a 
referéndum, bajo responsabilidad. 

Artículo 44.- Autoridad que convoca a 
referéndum 
La convocatoria a Referéndum corresponde 
efectuaría a la autoridad electoral en plazo no 
mayor de cuatro meses después de 
acreditadas las respectivas iniciativas; salvo 
para la reforma constitucional, en cuyo caso 
el referéndum sólo puede ser convocado 
por la autoridad electoral previa aprobación 
del Congreso de la República conforme al 
mecanismo previsto en primer párrafo del 
artículo 206 de la Constitución. 

DISPOSICIONES FINALES, 
COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS 

Única. - Adecuación de iniciativas en 
trámite 
Toda iniciativa legislativa en trámite de 
reforma constitucional, iniciativa en la 
formación de las leyes; referéndum; 
iniciativa en la formación de ordenanzas 
regionales y ordenanzas municipales; y 
otros mecanismos de participación 
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establecidos en la Ley N° 26300; que 
contravengan lo dispuesto en la presente 
ley deberán adecuarse a sus disposiciones 
a efectos de continuar con su tramitación. 

A diferencia de lo afirmado en el documento de proyecto que inspira esta propuesta, no 
se modifica la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, la Ley Orgánica de Gobiernos 
Regionales ni la Ley Orgánica de Municipalidades. Únicamente impactaría expresamente 
en el texto modificado de la Ley 26300, Ley de los Derechos de Participación y Control 
Ciudadanos, especialmente en tres artículos: 19, 40 y 44. 

En ese sentido, tal como menciona el documento de proyecto, debe ser aprobada 
mediante los mecanismos de aprobación de una ley orgánica, y entrará en vigencia al día 
siguiente de su publicación en el diario oficial, es decir, con la regla ordinaria de vigencia 
de las normas legales. 

ANÁLISIS COSTO - BENEFICIO 

Señala la propuesta de Integridad, respecto de este ítem, lo siguiente: 

"Esta propuesta legislativa no generará gasto al Estado, pues el contenido de la 
misma se circunscribe a precisar los mecanismos de participación ciudadana para 
la reforma parcial o total de la Constitución. Debe tomarse en cuenta, además, 
que esta ley no genera gastos para particulares ni tampoco costos que pueden 
ser tomados en cuenta en e/presente análisis. Respecto de los beneficios, se trata 
de una medida que contribuirá decisivamente a precisar los mecanismos de 
reforma de nuestra Constitución, brindando seguridad jurídica a la población." 

En la misma línea de lo afirmado, se precisan los siguientes impactos no monetarios y 
sectores beneficiados y perjudicados con esta propuesta, a partir de su aprobación: 

Sector Impacto o efecto como Impacto o efecto como 
beneficio perjuicio 

Presidencia de la Obtiene una regia o norma Podría considerar 
República especialmente clara, que evitará erróneamente que se le 

que caiga en un acto erróneo. estarían recortando funciones. 
Sin embargo, la Constitución 
no le otorga. 

Congreso de la Obtiene un mecanismo legal que No se advierte efectos de 
República refuerza la protección de su perjuicios directos 

competencia de dar reformas 
constitucionales bajo el 
mecanismo establecido en la 
misma Constitución Política. 

Ciudadanía en Reciben información general Un costo cualitativo es la 
general más clara del quehacer político posible demora en actualizar 

nacional.  esta información en su bagaje 



CONGRESO 

REPÚBLICA Decenio de la igualdad de oportunidades para mujeres y hombres" 
"Año del Bicentenario del Perú: 200 Años de Independencia" 

de información cívica en 
general 

Interesados en Obtienen reglas más simples y Deberán adquirir un nuevo 
impulsar claras para tramitar y canalizar conocimiento legal no 

mecanismos de sus propuestas de participación complejo. Asimismo, deberán 
participación ciudadana. adecuarse las iniciativas 

ciudadana planteadas en oposición a la 
norma propuesta, desde su 
aprobación. 

Tesoro Público No se altera. No se modifica No se percibe perjuicios 
nada al respecto. relacionados a este tema. 

RELACIÓN CON EL ACUERDO NACIONAL 

La iniciativa guarda relación con las políticas 1 y  28 de¡ Acuerdo Nacional: 

- Política 1: Fortalecimiento del sistema democrático y el Estado de Derecho. 

- Política 28: Plena vigencia de la Constitución y de los derechos humanos y acceso 
a la justicia e independencia judicial. 

RELACIÓN CON LA AGENDA LEGISLATIVA 

La iniciativa guarda especial relación con los siguientes ítems numerados de la Agenda 
Legislativa 2021-2022: 

1. Defensa del principio constitucional de balance y equilibrio de poderes. 
Fortalecimiento de la seguridad jurídica y la institucionalidad. Esto en relación con 
la adecuada función de los organismos electorales en el cumplimiento de la 
Constitución y la Ley. 

6. Modificaciones a las leyes electorales. Se entiende a la Ley 26300 como vinculada 
a los derechos fundamentales electorales, en especial 

de participación ciudadana. 



JUNTA DE PORTAVOCES DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

Lima, 9 de diciembre de 2021 

Se acordó la ampliación de Agenda para incluir el dictamen de la Comisión de Constitución, 

recaído en el Proyecto de Ley 644/2021-CR.------------------------------------------------------------------------- 

Seseas. .....e.... $ • y. .e.SI.tee* e 
JAVIE ANGE ILLMANN 
Director ener Parlamentario 
CONGRE E REPÚBLICA 

PLENO DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
Lima, 16 de diciembre de 2021 

En sesión de la fecha, la congresista Juárez Gallegos, presidenta de la Comisión de Constitución, 

sustentó el texto sustitutorio contenido en el dictamen del Proyecto de Ley 644/2021-CR, el que se 

pusoa debate ----------------------------------------------------------------------------------------------------------------

En el curso del debate, los congresistas Quito Sarmiento y Cutipa Ccama plantearon una cuestión 

previa para que el Proyecto de Ley 644/2021-CR regrese a la comisión dictaminadora, la que se 

rechazó por 45 votos a favor, 73 votos en contra y  1 abstención; por consiguiente, continuó el 

debate-------- ------------------------------------------------------------------------------------------------------------------

Finalizado el debate, se sometió a votación el texto sustitutorio contenido en el dictamen del 

Proyecto de Ley 644/2021-CR el que se aprobó en primera votación por 76 votos a favor, 43 votos 

en contra y  3 abstenciones -----------------------------------------------------------------------------------------------

Se exoneró de segunda votación por 78 votos a favor, 41 votos en contra y  3 abstenciones.----------

Se acordó la dispensa del trámite de aprobación del acta para ejecutar lo tratado en la presente 

sesión.-------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------- 

•. le,..... en. . . Isne.inn Se. 
JA\IERANGEJS ILLMANN 
Dirctor Gener{ Parlamentario 
COGRES0p LA REPÚBLICA 
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